SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°06
RADICACIÓN: 66001318700220150018601
ACCIONANTE:NIDIA ESPERANZA BETANCUR
REVOCA Y NIEGA AMPARO

CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS JUDICIALES/ Documentos que se deben aportar para reclamar el pago de una condena impuesta a la Nación
“(…) el artículo 2 del Decreto 818/94 que modificó el literal a) del artículo 3 del Decreto 768/93, citado por la UGPP tanto en la resolución 040361 de septiembre 30 de 2015 como al descorrer el traslado de la presente acción, consagra que para efectos de reclamar el pago de una sentencia proferida en contra de la Nación, el beneficiario deberá aportar, entre otros requisitos: `primera copia auténtica de la respectiva sentencia con la constancia de notificación y fecha de ejecutoria´."
“En esas condiciones, debe concluirse que la omisión en el pago de la citada pensión no puede atribuirse a la actuación negligente de la UGPP, sino a que el apoderado de la actora no ha allegado a la entidad los documentos que se requieren para efectuar la cancelación de esa prestación; y es esa la razón esencial por la que el amparo no puede concederse, puesto que el juez de tutela no puede obviar requisitos legales en aras de amparar derechos fundamentales.”
                     REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de febrero de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No 92
                                                      Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Subdirector Jurídico Pensional y Apoderado Judicial de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –en adelante UGPP-, frente al fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela instaurada por la ciudadana NIDIA ESPERANZA BETANCUR HENAO.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el apoderado del señora BETANCUR HENAO se puede concretar así: (i) en sentencia de noviembre 12 de 2014 -la cual fue corregida en marzo 04 de 2015- la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia casó el fallo proferido por el Juzgado Primero Laboral de Descongestión de Pereira, y ordenó a la Caja de Previsión Social de Comunicaciones -CAPRECOM el reconocimiento y pago de la pensión especial de vejez a favor de NIDIA ESPERANZA BETANCUR HENAO, en atención a que tiene a cargo su hija discapacitada; (ii) en julio 28 de 2015 se solicitó el cumplimiento de esa decisión a la UGPP, entidad a la que luego de la liquidación de CAPRECOM le fue asignada la competencia administrativa para el reconocimiento de derechos pensionales, defensa judicial y la administración de nómina de pensionados; (iii) mediante Resolución RDP 040361 de octubre 21 de 2015 la UGPP negó lo pedido bajo el argumento de que las sentencias no se encontraban en el expediente administrativo, y tampoco se observaba que fueran la primera copia que presta mérito ejecutivo; no obstante en el artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo no se consagran esas exigencias para dicho trámite; (iv) se consideran afectadas las garantías constitucionales a la seguridad social y al mínimo vital de la accionante, así como los derechos de su descendiente discapacitada,; y (v) no existe otro medio más eficaz que la tutela para lograr la protección de los derechos que se invocan, ya que la acción ejecutiva tendría resultados después de años de presentada la demanda, y actualmente la señora NIDIA ESPERANZA no trabaja por cuanto está al cuidado de su hija.
Con fundamento en lo anterior, se solicitó ordenar a la entidad accionada que en el término de 48 horas agote las gestiones administrativas tendientes al cumplimiento material y efectivo de la sentencia que reconoció la pensión especial de vejez a favor de la actora.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El Juzgado de primer nivel admitió la demanda y corrió traslado de la misma a la accionada, entidad que se pronunció en los siguientes términos:

-Mediante Resolución N° RDP 040361 de septiembre 30 de 2015, la cual fue notificada personalmente en octubre 21 de 2015, informó de manera clara las razones por las cuales no es procedente el reconocimiento de la pensión reclamada por la accionante, esto es, que las decisiones de noviembre 12 de 2014 y marzo 04 de 2015 no reposan dentro del expediente administrativo, y tampoco consta que sean la primera copia que presta mérito ejecutivo, con su respectiva constancia de ejecutoria, con lo cual dio respuesta a la petición impetrada por la actora.

Dicha exigencia tiene soporte en el fallo del Consejo de Estado-Sala de lo Contencioso Administrativo-Sección Primera de junio 08 de 2006, en la que se resolvió la demanda de nulidad contra el artículo 2 del Decreto 818/94 que modificó el literal a) del artículo 3 del Decreto 768/93, y en lo dispuesto en el artículo 195 del Código Contencioso Administrativo.
En la presente acción la carga de la prueba recae en la actora, en cuanto debe aportar los documentos requeridos legalmente y como se solicitan conforme a la legislación vigente, con el fin de que se dé acate la sentencia proferida a su favor.
La acción de tutela no es el mecanismo idóneo para solicitar el cumplimiento de un fallo judicial, ya que para ello existe la vía ordinaria mediante el proceso ejecutivo.
3.2.- Una vez se culminó el término constitucional el juzgado de instancia profirió decisión mediante la cual accedió al amparo invocado en los siguientes términos: (i) tuteló el derecho a la seguridad social, en conexidad con el mínimo vital y la dignidad humana; (ii) ordenó a la UGPP, por intermedio de sus directores General y de Pensiones, que en el término de 6 días hábiles siguientes a la notificación, obedezca y materialice lo concerniente a la pensión especial de la accionante, de acuerdo con lo contenido en los puntos primero y segundo de la sentencia de noviembre 12 de 2015 -la cual fue corregida en marzo 04 de 2015- de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el Subdirector Jurídico Pensional y Apoderado Judicial de la UGPP presentó escrito en medio magnético mediante el cual impugnó la determinación adoptada por la primera instancia. Como fundamento de su inconformidad expuso:
El juez de instancia no tuvo en cuenta los argumentos planteados por esa entidad respecto al cumplimiento de la sentencia en mención, en cuanto a que ya se resolvió la petición de la accionante, y se le informó que no es posible cumplir el fallo debido a que no allegó la primera copia autentica ni constancia de ejecutoria, y por ello la carga de la prueba se encuentra en cabeza de la titular del derecho, toda vez que es la única que posee la facultad de desvirtuar los hechos con base en los documentos idóneos y necesarios para la toma de decisiones.
Mediante el mecanismo constitucional de la acción de tutela no se puede procurar el cumplimiento de un fallo judicial, por cuanto no es el medio idóneo para ese fin, toda vez que existen otras vías legales, tales como, la acción ejecutiva.

Con fundamento en lo anterior, solicita se revoque la determinación adoptada por la primera instancia, y en su lugar, se declare improcedente el amparo invocado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto ordenó a la UGPP cumplir lo ordenado en la sentencia de noviembre 12 de 2015 -corregida en marzo 04 de 2015- de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales cuando estos resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En el caso sometido a estudio. la tutelante por intermedio de su apoderado, solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la seguridad social y al mínimo vital, así como de las garantías constitucionales de su descendiente menor de edad en condición de discapacidad, las cuales considera afectadas por cuanto la UGPP no ha dado cumplimiento a la decisión de noviembre 12 de 2014 -la cual fue corregida en marzo 04 de 2015- mediante la cual la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia le reconoció la pensión especial de vejez, en atención a que no aportó primera copia auténtica del fallo y las constancias de notificación y ejecutoria.
Al respecto el juez de primer nivel consideró que la entidad accionada sí estaba quebrantando los derechos fundamentales reclamados. y en ese sentido dispuso que la UGPP en el término de 6 días hábiles siguientes a la notificación diera cumplimiento a lo ordenado por el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria en la mencionada sentencia.
El representante de la UGPP se mostró inconforme por cuanto en su criterio el juez de instancia no tuvo en consideración las razones expuestas en la contestación de la demanda, en cuanto a que se había proferido resolución por medio de la cual se dio respuesta a la petición de la accionante, y en la misma informó que no podía darse cumplimiento a la sentencia debido a que no allegó la primera copia que presta mérito ejecutivo y las constancias de notificación y ejecutoria. Así mismo, porque en su criterio la acción de tutela no es procedente debido a que puede instaurarse el proceso ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria.
Para la Sala, en contraposición a lo determinado por el juez de primer nivel,  en el presente caso no puede accederse al amparo deprecado por las razones que pasan a exponerse:
En ningún momento se pasa por alto que la accionante al igual que su hija menor de edad en condición de discapacidad, se ven afectadas por el no pago de la pensión de invalidez que le fue reconocida a la señora NIDIA ESPERANZA, y que muy probablemente por la premura del tiempo, el proceso ejecutivo no sea el mecanismo más idóneo para obtener el pago de esa prestación social, sumado a la inembargabilidad de los recursos que tienen que ver con el sistema pensional, argumentos suficientes para determinar la procedencia de la presente acción a pesar de estar dirigida al cumplimiento de un fallo judicial que genera una obligación de dar.
No obstante, se advierte que lo solicitado por la entidad accionada para dar cumplimiento al fallo proferido por la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia en noviembre 12 de 2014 -la cual fue corregida en marzo 04 de 2015-, se encuentra ajustado a la normativa vigente, y por ello debió ser aportado por la parte accionante.

Precisamente el artículo 2 del Decreto 818/94 que modificó el literal a) del artículo 3 del Decreto 768/93, citado por la UGPP tanto en la resolución 040361 de septiembre 30 de 2015 como al descorrer el traslado de la presente acción, consagra que para efectos de reclamar el pago de una sentencia proferida en contra de la Nación, el beneficiario deberá aportar, entre otros requisitos: “primera copia auténtica de la respectiva sentencia con la constancia de notificación y fecha de ejecutoria”."
Ahora, si bien el artículo 192 del Código Contencioso Administrativo, al cual hace alusión el apoderado de la actora, menciona únicamente que para el cumplimiento de un fallo judicial el beneficiario debe presentar la solicitud de pago ante la entidad respectiva, de su contenido no se desprende que esa solicitud no deba cumplir los requisitos que la normativa ya citada señala específicamente para ello.
En esas condiciones, debe concluirse que la omisión en el pago de la citada pensión no puede atribuirse a la actuación negligente de la UGPP, sino a que el apoderado de la actora no ha allegado a la entidad los documentos que se requieren para efectuar la cancelación de esa prestación; y es esa la razón esencial por la que el amparo no puede concederse, puesto que el juez de tutela no puede obviar requisitos legales en aras de amparar derechos fundamentales.

Aunado a lo anterior, en ningún momento el togado que representa los intereses de la accionante indicó que se encuentre en imposibilidad de aportar los documentos exigidos, esto es, la primera copia auténtica y las constancias de notificación y ejecutoria.
Acorde con lo analizado, la Sala revocará la determinación objeto de recurso, y en su lugar negará el amparo de las garantías invocadas.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento;  en consecuencia, SE NIEGA el amparo de los derechos fundamentales invocados por la accionante.
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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